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Comisión de Estudios, Informes y Proyectos

ESTATUTO GENERAL DE LA ABOGACIA ESPAÑOLA

Texto consolidado

(Artículos afectados)

Desde la aprobación del vigente Estatuto General de la Abogacía (EGAE), publicado en el Real Decreto 658/2001, de 22 de junio, la norma general que regula nuestra profesión ha resultado indirectamente modificada por las reformas legales de gran trascendencia que han afectado de forma especial a la ordenación de las profesiones colegiadas.

En concreto podemos enumerar las siguientes:

· Ley 17/2009, de 23 de noviembre, sobre el libre acceso a las actividades de servicios y su ejercicio.
· Ley 25/2009, de 22 de diciembre, de modificación de diversas leyes para su adaptación a la Ley sobre el libre acceso a las actividades de servicios y su ejercicio.
· Ley 2/2007, de 15 de marzo, de sociedades profesionales.
· Ley 34/20006, de acceso a las profesiones de abogado y procurador de los tribunales y el Reglamento que la desarrolla, Real Decreto 775/2011, de 3 de junio.
· Y Real Decreto 1331/2006, de 17 de noviembre, por el que se regula la relación laboral de carácter especial de los Abogados que prestan servicios en despachos de Abogados, individuales o colectivos.
· Directiva 2005/26/CE, del Parlamento Europeo y del Consejo, de 7 de septiembre de 2005, relativa al reconocimiento de cualificaciones profesionales.
· Ley 18/2011, de 5 de julio, reguladora del uso de las tecnologías de la información y la comunicación en la Administración de Justicia.
Los artículos afectados serían:
· Artículo 3.1 (protección de los consumidores y usuarios)

· Artículo 4 (protección de los consumidores y usuarios, escuelas de práctica jurídica,  y criterios de honorarios)

· Artículo 6 (título de licenciado)

· Artículo 11.1 (título de licenciado)

· Artículo 13 (título de licenciado)

· Artículo 17.3 (comunicación de intervención)
· Artículo 17.5 (habilitación asuntos propios)
· Artículo 18  (comunicación de intervención)

· Artículo 21 (incompatibilidades)

· Artículo 22 (incompatibilidades)

· Artículo 23 (incompatibilidades)

· Artículo 24 (incompatibilidades)

· Artículo 25 (publicidad)

· Artículo 26 (venia)

· Artículo 27 (relación laboral especial en despachos de abogados)

· Artículo 28 (ejercicio colectivo y ley de sociedades profesionales)

· Artículo 29 (ejercicio colectivo y ley de sociedades profesionales)

· Artículo 42 (deber de información al cliente)

· Artículo 44 (honorarios)

· Artículo 53 (criterios de honorarios y cuotas de incorporación)

· Artículo 63.1.b) (cuotas de incorporación)

· Artículo 68.d) y v) (escuelas de práctica jurídica y cuotas)

· Artículo 69 (cuotas de incorporación)

· Artículo 84.a), b) e i) (incompatibilidades, publicidad y honorarios)

· Artículo 85.b) y e) (comunicación de intervención profesional y publicidad)

Igualmente, los artículos 24.1 y 63.f) del Estatuto se encuentran anulados por las sentencias del Tribunal Supremo de fechas 3 de julio de 2003 y 3 de marzo de 2003, respectivamente.

Ante estas modificaciones habidas en nuestro ordenamiento jurídico y para su adaptación a ellas, el Consejo General está procediendo a la reforma tanto del Estatuto General como del Código Deontológico de la Abogacía Española. 

No obstante, y mientras se tramitan estas modificaciones, se ha detectado que la falta de un texto consolidado de la norma genera algunas confusiones, sobre todo a la hora de preparar el Examen de Acceso a la Abogacía. Por ello, desde la Comisión de Estudios, Informes y Proyectos se ha realizado una adaptación del texto vigente del EGAE, con la finalidad de facilitar al lector la comprensión de estos cambios.

REAL DECRETO 658/2001, DE 22 DE JUNIO, POR EL QUE SE APRUEBA EL ESTATUTO GENERAL DE LA ABOGACIA ESPAÑOLA

TITULO II

CAPÍTULO PRIMERO.- DE LOS COLEGIOS DE ABOGADOS

Artículo 3

1
. Son fines esenciales de los Colegios de Abogados, en sus respectivos ámbitos, la ordenación del ejercicio de la profesión; la representación exclusiva de la misma; la defensa de los derechos e intereses profesionales de los colegiados; la formación profesional permanente de los Abogados; el control deontológico y la aplicación del régimen disciplinario en garantía de la Sociedad; la defensa del Estado social y democrático de Derecho proclamado en la Constitución y la promoción y defensa de los Derechos Humanos; y la colaboración en el funcionamiento, promoción y mejora de la Administración de la Justicia.

Artículo 4

1. Son funciones de los Colegios de Abogados, en su ámbito territorial
: (…)

g)
 Participar en la elaboración de los planes de estudios, informar de las normas de organización de los Centros docentes correspondientes a la profesión, mantener permanente contacto con los mismos, crear, mantener y proponer al Consejo General de la Abogacía Española la homologación de Escuelas de Práctica Jurídica y otros medios para facilitar el acceso a la vida profesional de los nuevos titulados, y organizar cursos para la formación y perfeccionamiento profesional.

ñ)
 Establecer baremos orientadores sobre honorarios profesionales, y, en su caso, el régimen de las notas de encargo o presupuestos para los clientes. 

CAPITULO SEGUNDO.- DE LOS ABOGADOS. 

SECCIÓN PRIMERA.- DISPOSICIONES GENERALES

Artículo 6 

Corresponde en exclusiva la denominación y función de Abogado al Licenciado en Derecho
 que ejerza profesionalmente la dirección y defensa de las partes en toda clase de procesos, o el asesoramiento y consejo jurídico.

SECCIÓN SEGUNDA.- DE LA COLEGIACIÓN

Artículo 11

Para el ejercicio de la abogacía es obligatoria la colegiación en un Colegio de Abogados
, salvo en los casos determinados expresamente por la Ley o por este Estatuto General. Bastará la incorporación a un solo Colegio, que será el del domicilio profesional único o principal para ejercer en todo el territorio del Estado.

Artículo 13

1. La incorporación a un Colegio de Abogados exigirá los siguientes requisitos:

c) Poseer el título de Licenciado en Derecho
 o los títulos extranjeros que, conforme a las normas vigentes, sean homologados a aquéllos.

Artículo 17

3.
 No obstante, el abogado que vaya a ejercer en un territorio diferente al de su colegiación, deberá comunicarlo al Colegio en cuyo ámbito haya de intervenir directamente, a través del propio Colegio a que esté incorporado, del Consejo General de la Abogacía Española o del correspondiente Consejo Autonómico, en la forma que establezca el Consejo General de la Abogacía Española. La comunicación surtirá efectos desde su presentación, registro y sello de la copia, sin perjuicio de que se recabe del Colegio de origen que, previa diligencia del Consejo General de la Abogacía Española de que el comunicante no está sancionado o incapacitado para el ejercicio profesional en ningún Colegio de España, haga constar ante el Colegio de destino que el comunicante está incorporado en el mismo como  abogado en ejercicio y que no ha sido sancionado o incapacitado para dicho ejercicio en ningún Colegio de Abogados de España.

5
. No se necesitará incorporación a un Colegio para la defensa de asuntos propios o de parientes hasta el tercer grado de consanguinidad o segundo de afinidad, siempre que el interesado reúna los requisitos establecidos por el artículo 13.1, párrafos a), b) y c) del presente Estatuto, así como aquellos que puedan establecer las normas vigentes. Los que se hallen en este caso serán habilitados por el Decano del Colegio de Abogados para la intervención que se solicite. Tal habilitación supone para quien la recibe, aunque sólo con relación al asunto o asuntos a que alcanza, el disfrute de todos los derechos concedidos en general a los abogados y la asunción de las correlativas obligaciones.
Artículo 18

1. La incorporación o comunicación de actuación profesional
 acredita al abogado como tal, sin que sea necesario ninguna designación o nombramiento del Poder Judicial o de la Administración Pública.

4. Los abogados deberán consignar en todas sus actuaciones el Colegio en que estuvieren incorporados, el número de colegiado y, en su caso, la fecha de la comunicación
 o habilitación previstas en el artículo precedente.

Artículo 21

Los abogados tienen las siguientes prohibiciones, cuya infracción se sancionará disciplinariamente:

a) Ejercer la Abogacía estando incursos en causa de incompatibilidad así como prestar su firma a quienes, por cualquier causa, no puedan ejercer como abogados.

b) Compartir locales o servicios con profesionales incompatibles, si ello afectare a la salvaguarda del secreto profesional.

c) Mantener vínculos asociativos de carácter profesional que impidan el correcto ejercicio de la Abogacía, atendiendo a este respecto a lo previsto en este Estatuto y singularmente en el artículo. 22. 3.

Artículo 22

1. El ejercicio de la Abogacía es incompatible con cualquier actividad que pueda suponer menosprecio de la libertad, la independencia a la dignidad que le son inherentes.

Asimismo, el abogado que realice al mismo tiempo cualquier otra actividad deberá abstenerse de realizar aquella que resulte incompatible con el correcto ejercicio de la abogacía, por suponer un conflicto de interés que impida respetar los principios del correcto ejercicio contenidos en este Estatuto.

2. Asimismo el ejercicio de la Abogacía será absolutamente incompatible con:

a) El desempeño, en cualquier concepto, de cargos, funciones o empleos públicos en el Estado y en cualquiera de las Administraciones Públicas, sean estatales, autonómicas, locales o institucionales cuya propia normativa reguladora así lo especifique.
b) El ejercicio de la profesión de Procurador, Graduado Social, Agente de Negocios, Gestor Administrativo y cualquiera otra cuya propia normativa reguladora así lo especifique.

c) El mantenimiento de vínculos profesionales con cargos o profesionales incompatibles con la Abogacía que impidan el correcto ejercicio de la misma.

3. En todo caso el abogado no podrá realizar actividad de auditoría de cuentas u otras que sean incompatibles con el correcto ejercicio de la Abogacía simultáneamente para el mismo cliente o para quienes lo hubiesen sido en los tres años precedentes.

No se entenderá incompatible esta prestación si se realiza por personas jurídicas distintas y con Consejos de Administración diferentes.

Artículo 23

1. El  abogado a quien afecte alguna de las causas de incompatibilidad establecidas en el artículo anterior deberá comunicarlo sin excusa a la Junta de Gobierno del Colegio y cesar inmediatamente en la situación de incompatibilidad, entendiéndose que renuncia al ejercicio profesional si no lo manifiesta por escrito en el plazo de treinta días, con lo que automáticamente será dado de baja en el mismo.

2. La infracción de dicho deber de cesar en la situación de incompatibilidad, así como su ejercicio con infracción de las incompatibilidades establecidas en el artículo anterior, directamente o por persona interpuesta, constituirá infracción muy grave, sin perjuicio de las demás responsabilidades que correspondan.

Artículo 24

1. El ejercicio de la Abogacía es también incompatible con la intervención ante aquellos Organismos Jurisdiccionales en que figuren como funcionarios o contratados el cónyuge, el conviviente permanente con análoga relación de afectividad o los parientes del Abogado, dentro del segundo grado de consanguinidad o afinidad
.

Artículo 25

1. El abogado podrá realizar publicidad de sus servicios, que sea digna, leal y veraz, con absoluto respeto a la dignidad de las personas, a la legislación sobre publicidad, sobre defensa de la competencia y competencia desleal, ajustándose en cualquier caso a las normas deontológicas.

2. Se considerará contraria a las normas deontológicas de la Abogacía la publicidad que suponga:

a) Revelar directa o indirectamente hechos, datos o situaciones amparados por el secreto profesional.

b) Incitar genérica o concretamente al pleito o conflicto.

c) Ofrecer sus servicios, por si o mediante terceros, a víctimas de accidentes o desgracias, a sus herederos o a sus causahabientes, en el momento en que carecen de plena y serena libertad para la elección de abogado por encontrarse sufriendo dicha reciente desgracia personal o colectiva.

d) Prometer la obtención de resultados que no dependan exclusivamente de la actividad del abogado.

e) Hacer referencia directa o indirecta a clientes del propio abogado.

f) Utilizar los emblemas o símbolos colegiales y aquéllos otros que por su similitud pudieran generar confusión, al reservarse su uso para la publicidad institucional que pueda realizarse en beneficio de la profesión en general.

3. Los abogados que presten sus servicios en forma permanente u ocasional a empresas individuales o colectivas, deberán exigir que las mismas se abstengan de efectuar publicidad respecto de tales servicios que no se ajuste a lo establecido en este Estatuto General.

Artículo 26

2
. Los abogados que hayan de encargarse de la dirección profesional de un asunto encomendado a otro compañero en la misma instancia, deberán solicitar su venia, salvo que exista renuncia escrita e incondicionada a proseguir su intervención por parte del anterior Letrado, y en todo caso recabar del mismo la información necesaria para continuar el asunto.

3
. La venia, excepto caso de urgencia a justificar, deberá ser solicitada con carácter previo y por escrito, sin que el Letrado requerido pueda denegarla y con la obligación por su parte de devolver la documentación en su poder y facilitar al nuevo Letrado la información necesaria para continuar la defensa.

Artículo 27

1. El ejercicio individual de la Abogacía podrá desarrollarse por cuenta propia, como titular de un despacho, o por cuenta ajena, como colaborador de un despacho individual o colectivo. No se perderá la condición de  abogado que ejerce como titular de su propio despacho individual cuando: 

Artículo 28

1. Los abogados podrán ejercer la Abogacía colectivamente, mediante su agrupación bajo cualquier de las formas lícitas en Derecho, incluidas las sociedades mercantiles. 

Artículo 29

1. Los abogados podrán asociarse en régimen de colaboración multiprofesional con otros profesionales liberales no incompatibles, sin limitación de número y sin que ello afecte a su plena capacidad para el ejercicio de la profesión ante cualquier jurisdicción y Tribunal, utilizando cualquier forma lícita en Derecho, incluidas las sociedades mercantiles, siempre que se cumplan las siguientes condiciones:

a) Que la agrupación tenga por objeto la prestación de servicios conjuntos determinados incluyendo servicios jurídicos específicos que se complementen con los de las otras profesiones.

b) Que la actividad a desempeñar no afecte al correcto ejercicio de la Abogacía por los miembros abogados.

c) Que se cumplan las condiciones establecidas en el artículo anterior en lo que afecte al ejercicio de la Abogacía, salvo lo expresado bajo el apartado 2 del mismo, que no resultará aplicable, o en el apartado 4 del que solamente será aplicable la obligación de dejar constancia de la condición de miembro del colectivo multiprofesional en las actuaciones que se realicen y minutas que se emitan en su ámbito.

2. En los Colegios de Abogados se creará un Registro Especial donde se inscribirán las agrupaciones en régimen de colaboración multiprofesional.

3. Los miembros abogados deberán separarse cuando cualquiera de sus integrantes incumpla las normas sobre prohibiciones, incompatibilidades o deontología propias de la Abogacía.

Artículo 42

3
. En todo caso el abogado deberá identificarse ante la persona a la que asesore o defienda, incluso cuando lo hiciere por cuenta de un tercero, a fin de asumir las responsabilidades civiles, penales y deontológicas que, en su caso, correspondan.

Artículo 44
1
. El abogado tiene derecho a una compensación económica adecuada por los servicios prestados, así como al reintegro de los gastos que se le hayan causado. La cuantía de los honorarios será libremente convenida entre el cliente y el abogado, con respeto a las normas deontológicas y sobre competencia desleal. A falta de pacto expreso en contrario, para la fijación de los honorarios se podrán tener en cuenta, como referencia, los Baremos Orientadores del Colegio en cuyo ámbito actúe, aplicadas conforme a las reglas, usos y costumbres del mismo, normas que en todo caso tendrán carácter supletorio de lo convenido y que se aplicarán en los casos de condena en costas a la parte contraria. 
3
. Se prohíbe en todo caso la cuota litis en sentido estricto, entendiéndose por tal el acuerdo entre el abogado y su cliente, previo a la terminación del asunto, en virtud del cual éste se compromete a pagarle únicamente un porcentaje del resultado del asunto, independientemente de que consista en una suma de dinero o cualquier otro beneficio, bien o valor que consiga el cliente por ese asunto.

Artículo 53

Son atribuciones de la Junta de Gobierno:

b) Resolver sobre la admisión de los Licenciados en Derecho
 que soliciten incorporarse al Colegio, pudiendo ejercer esta facultad el Decano, en casos de urgencia, que serán sometidos a la ratificación de la Junta de Gobierno.

f) Determinar las cuotas de incorporación
 y las ordinarias que deban satisfacer los colegiados para el sostenimiento de las cargas y servicios colegiales.

i)
 Proponer a la Junta General el establecimiento de baremos orientadores de honorarios profesionales y emitir informes sobre honorarios aplicables cuando los Tribunales pidan su dictamen con sujeción a lo dispuesto en las Leyes o cuando lo soliciten los colegiados minutantes.

Artículo 63

1. Constituyen recursos ordinarios de los Colegios de Abogados:

b) Las cuotas de incorporación al Colegio
.
f) Los derechos de intervención profesional, en la cuantía y forma que en su caso establezca cada Colegio para sus colegiados
.

Artículo 68

Son funciones del Consejo General de la Abogacía Española:

d) Autorizar la creación de Escuelas de Práctica Jurídica de los Colegios de Abogados
 y homologar cualesquiera de ellas, así como coordinar y supervisar su funcionamiento de acuerdo con las previsiones legales, todo ello previo informe del Colegio respectivo.

v) Coordinar, con carácter nacional, las cuotas exigibles por los diversos Colegios
, pudiendo fijar límites máximos al respecto.

Artículo 69

Para atender a los gastos que se originen para el cumplimiento de los fines señalados,  el Consejo General de la Abogacía Española contará con los siguientes ingresos:

a) Con las cuotas que para este fin se fijen en los presupuestos, que serán abonadas por todos los Colegios de Abogados en función del número de colegiados de cada uno, así como las que se establezcan para su pago individual por los nuevos incorporados
. 

SECCIÓN SEGUNDA.- DE LAS INFRACCIONES Y SANCIONES

Artículo 84

Son infracciones muy graves:

a)
 La infracción de las prohibiciones establecidas en el artículo 21 o de las incompatibilidades contenidas en los artículos 22 y 24 del presente Estatuto General.

b)
 La publicidad de servicios profesionales con incumplimiento de los requisitos especificados en el artículo 25, y cualquier otra infracción que en este Estatuto General tuviere la calificación de infracción muy grave.

i)
 La cooperación necesaria del abogado con la empresa o persona a la que preste sus servicios para que se apropien de honorarios profesionales abonados por terceros y que no le hubieren sido previamente satisfechos, cuando conforme a lo dispuesto en el artículo 44.2 tales honorarios correspondan al abogado.

Artículo 85

Son infracciones graves:

b)
 El ejercicio profesional en el ámbito de otro Colegio sin la oportuna comunicación de la actuación profesional, lo que habrá de sancionar el Colegio en cuyo ámbito territorial actúe.

e)
 La competencia desleal, cuando así haya sido declarada por el órgano competente, y la infracción de lo dispuesto en el artículo 25 sobre publicidad, cuando no constituya infracción muy grave.

� Actualmente, también son fines de los Colegios de Abogados:


La intervención en el proceso de acceso a la profesión de Abogado (Ley de Acceso)


La protección de los intereses de los consumidores y usuarios y de los clientes de los servicios de los Abogados (Art. 5 Ley 25/2009, de 22 de diciembre, de modificación de diversas leyes para su adaptación a la Ley sobre el libre acceso a las actividades de servicios y su ejercicio).





� Además de las enumeradas, son también funciones de los Colegios de Abogados las que redunden en beneficio de la protección de los intereses de los consumidores y usuarios de los servicios de sus colegiados (Art. 5 Ley 25/2009, de 22 de diciembre, de modificación de diversas leyes para su adaptación a la Ley sobre el libre acceso a las actividades de servicios y su ejercicio).


� En lo relativo a las Escuelas de Práctica Jurídica, hay que acudir al art. 5 de la Ley de Acceso:





1. Las escuelas de práctica jurídica creadas por los colegios de abogados que hayan sido homologadas por el Consejo General de la Abogacía conforme a su normativa reguladora podrán organizar e impartir cursos que permitan acceder a la evaluación regulada en el artículo 7, siempre que los citados cursos sean acreditados conjuntamente por los Ministerios de Justicia y de Educación y Ciencia en la forma que reglamentariamente se determine.





� En cuanto a los honorarios, han desaparecido los baremos orientadores, siendo sustituidos por unos criterios orientativos, basados en elementos de juicio como el tiempo empleado por el letrado, la importancia y transcendencia del proceso, etc., y elaborados por los Colegios a los exclusivos efectos de la tasación de costas y de la jura de cuentas de los Abogados, según lo previsto en la Ley 25/2009, de 22 de diciembre, de modificación de diversas leyes para su adaptación a la Ley sobre el libre acceso a las actividades de servicios y su ejercicio, arts. 5.14 y 5.17.





� De acuerdo a la Ley de Acceso, a quien esté en posesión del Título oficial que habilite para el ejercicio de la profesión de Abogado, requisito imprescindible para la colegiación en el correspondiente Colegio de Abogados.





� De acuerdo al art. 1 de la Ley de Acceso, para incorporarse a un Colegio se habrá de estar en posesión del Título oficial que habilite para el ejercicio de la profesión de Abogado.





� De acuerdo a la Ley de Acceso, estar en posesión del Título oficial que habilite para el ejercicio de la profesión de Abogado.





� Esta comunicación de la intervención ha quedado derogada tras la modificación de la Ley de Colegios Profesionales operada por la Ley 25/2009, de 22 de diciembre, de modificación de diversas leyes para su adaptación a la Ley sobre el libre acceso a las actividades de servicios y su ejercicio, art. 5.5.





� De acuerdo a la Ley de Acceso, es necesario estar en posesión del título profesional de abogado o cumplir con alguno de los requisitos que excluyen del cumplimiento según las disposiciones adicional y transitoria de la citada Ley.





� Como se ha visto en la anterior nota al pie, la referencia a la comunicación de actuación profesional queda suprimida.





� Ídem.





� La Ley 17/2009, de 23 de noviembre, sobre el libre acceso a las actividades de servicios y su ejercicio, señala en su art. 25 que:





1. No se podrá obligar a los prestadores de servicios al ejercicio de una única actividad de forma exclusiva, bien sea a través de la imposición de requisitos que obliguen a ejercer de forma exclusiva una actividad específica, bien sea mediante la imposición de requisitos que restrinjan el ejercicio conjunto o en asociación de distintas actividades.





2. No obstante, para garantizar su independencia e imparcialidad, así como prevenir conflictos de intereses, podrán verse sujetos por ley a los requisitos a que se refiere el apartado anterior:


a) Las profesiones reguladas, en la medida en que sea necesario para garantizar el cumplimiento de requisitos deontológicos distintos e incompatibles debidos al carácter específico de cada profesión, siempre que los mismos estén justificados por una razón imperiosa de interés general, sean proporcionados y no discriminatorios. (…).





Y la Ley 25/2009, de 22 de diciembre, de modificación de diversas leyes para su adaptación a la Ley sobre el libre acceso a las actividades de servicios y su ejercicio, Ley ómnibus, establece que las incompatibilidades entre profesionales únicamente pueden venir establecidas por norma con rango de ley (nuevo apartado 5 del artículo 2 de la Ley de Colegios Profesionales). Por ello, en la actualidad, son incompatibles con el ejercicio de la abogacía la profesión de auditor de cuentas, pues así lo establece expresamente el Real Decreto Legislativo 1/2011, de 1 de julio, por el que se aprueba el texto refundido de la Ley de Auditoría de Cuentas; y la de procurador, dado que así lo preceptúa la Ley de Enjuiciamiento Civil. 








� Ídem.


� Ídem.





� Anulado por Sentencia del Tribunal Supremo 4652/2003, de 3 de Julio


� HYPERLINK "http://www.poderjudicial.es/search/doAction?action=contentpdf&databasematch=TS&reference=3137895&links=%22498%2F2001%22&optimize=20030923&publicinterface=true" �http://www.poderjudicial.es/search/doAction?action=contentpdf&databasematch=TS&reference=3137895&links=%22498%2F2001%22&optimize=20030923&publicinterface=true�





� El art. 24 de la Ley 17/2009, de 23 de noviembre, sobre el libre acceso a las actividades de servicios y su ejercicio, señala que “no podrán establecerse prohibiciones totales a las comunicaciones comerciales en las profesiones reguladas. Las limitaciones que se puedan imponer no podrán ser discriminatorias, habrán de estar siempre justificadas por una razón imperiosa de interés general y serán proporcionadas”. El informe 8/2013 de la Comisión Jurídica del CGAE está dedicado a “La publicidad de los servicios jurídicos por parte de la Abogacía”


� HYPERLINK "http://www.abogacia.es/wp-content/uploads/2016/02/Informes-Comision-Juridica-2013-INDICES.pdf" �http://www.abogacia.es/wp-content/uploads/2016/02/Informes-Comision-Juridica-2013-INDICES.pdf�





� La concepción tradicional de la venia sería contraria a la libre elección del profesional por el cliente. Por ello, en la práctica no se aplica al resultar incompatible con la Ley 25/2009, de 22 de diciembre, de modificación de diversas leyes para su adaptación a la Ley sobre el libre acceso a las actividades de servicios y su ejercicio. Resulta pues necesario solicitar la venia al compañero que estaba encargado del asunto pero no existe obligación ni de dar respuesta a la petición (la obligación lo es de “devolver la documentación en su poder y facilitar al nuevo letrado la información necesaria”) ni de esperarla.





� Ídem


� Es necesario tener en cuenta el Real Decreto 1331/2006, de 17 de noviembre, por el que se regula la relación laboral de carácter especial de los abogados que prestan servicios en despachos de abogados, individuales o colectivos.





� Tener en cuenta la Ley 2/2007, de 15 de marzo, de Sociedades Profesionales, en lo que se refiere también al ejercicio colectivo no amparado en formas societarias (Responsabilidad civil: Disposición Adicional segunda de la Ley)





� Ídem.


� En lo relativo a la información al cliente, el art. 22 de la Ley 17/2009, de 23 de noviembre, sobre el libre acceso a las actividades de servicios y su ejercicio, enumera las obligaciones de información de los prestadores de servicios.





� En cuanto a los honorarios, han desparecido los baremos orientadores, siendo sustituidos por unos criterios orientativos, basados en elementos de juicio como el tiempo empleado por el letrado, la importancia y transcendencia del proceso, etc, y elaborados por los Colegios a los exclusivos efectos de la tasación de costas y de la jura de cuentas de los Abogados, según lo previsto en la Ley 25/2009, de 22 de diciembre, de modificación de diversas leyes para su adaptación a la Ley sobre el libre acceso a las actividades de servicios y su ejercicio, arts. 5.14 y 5.17.





� La Sala Tercera del Tribunal Supremo ha declarado en su sentencia de 4 de noviembre de 2009 que el pacto cuota litis está admitido en nuestro ordenamiento jurídico.


� HYPERLINK "http://www.poderjudicial.es/search/doAction?action=contentpdf&databasematch=TS&reference=3448267&links=&optimize=20081230&publicinterface=true" �http://www.poderjudicial.es/search/doAction?action=contentpdf&databasematch=TS&reference=3448267&links=&optimize=20081230&publicinterface=true�





� De acuerdo a la Ley de Acceso, a quien esté en posesión del Título oficial que habilite para el ejercicio de la profesión de Abogado, requisito imprescindible para la colegiación en el correspondiente Colegio de Abogados.





� Las cuotas de incorporación no podrán superar los costes asociados a la tramitación de las solicitudes (Art. 5.5 de la Ley 25/2009, de 22 de diciembre, de modificación de diversas leyes para su adaptación a la Ley sobre el libre acceso a las actividades de servicios y su ejercicio).





� En cuanto a los honorarios, han desparecido los baremos orientadores, siendo sustituidos por unos criterios orientativos, basados en elementos de juicio como el tiempo empleado por el letrado, la importancia y transcendencia del proceso, etc, y elaborados por los Colegios a los exclusivos efectos de la tasación de costas y de la jura de cuentas de los Abogados, según lo previsto en la Ley 25/2009, de 22 de diciembre, de modificación de diversas leyes para su adaptación a la Ley sobre el libre acceso a las actividades de servicios y su ejercicio, arts. 5.14 y 5.17.





� Las cuotas de incorporación no podrán superar los costes asociados a la tramitación de las solicitudes (Art. 5.5 de la Ley 25/2009, de 22 de diciembre, de modificación de diversas leyes para su adaptación a la Ley sobre el libre acceso a las actividades de servicios y su ejercicio).





� Anulado por Sentencia del Tribunal Supremo de 3 de marzo de 2003.


� HYPERLINK "http://www.poderjudicial.es/search/doAction?action=contentpdf&databasematch=TS&reference=3093793&links=&optimize=20031018&publicinterface=true" �http://www.poderjudicial.es/search/doAction?action=contentpdf&databasematch=TS&reference=3093793&links=&optimize=20031018&publicinterface=true�





� En lo relativo a las Escuelas de Práctica Jurídica, hay que acudir al art. 5 de la Ley de Acceso:





1. Las escuelas de práctica jurídica creadas por los colegios de abogados que hayan sido homologadas por el Consejo General de la Abogacía conforme a su normativa reguladora podrán organizar e impartir cursos que permitan acceder a la evaluación regulada en el artículo 7, siempre que los citados cursos sean acreditados conjuntamente por los Ministerios de Justicia y de Educación y Ciencia en la forma que reglamentariamente se determine.





� Las cuotas de incorporación no podrán superar los costes asociados a la tramitación de las solicitudes (Art. 5.5 de la Ley 25/2009, de 22 de diciembre, de modificación de diversas leyes para su adaptación a la Ley sobre el libre acceso a las actividades de servicios y su ejercicio).





� Ídem.





� Ver las notas a los arts. 21, 22 y 24.





� Ver la nota al art. 25.





� Art. 44.2 EGAE: libertad de pactos.





� Ver nota al art. 17.3.





� Ver la nota al art. 25.
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